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Pena y protección: delincuencia juvenil y 
minoridad legal en Lima virreina!, siglo XVIII1 

Este artículo analiza las interaccio­
nes entre el Estado colonial y los 
jóvenes en el siglo XVIII a través de 
un estudio de más de trescientas 
causas criminales del cabildo, y de 
los discursos intelectuales sobre la 
juventud y el crimen urbano. La 
juventud era codificada legalmente 
como una etapa de la vida en la 
cual los individuos merecían la 
protección especial por parte de las 
cortes. A la vez, el Estado era res­
ponsable del castigo de los crimi­
nales juveniles. Cuando sus activi­
dades los llevaban a enfrentar la 
corte, a menudo recibían penas 
benignas. Sin embargo, el grado de 
protección que el Estado ofrecía a 
los infractores menores variaría se­
gún su casta, clase social y género. 

Bianca Premo 
University of North Carolina 

This paper examines the interaction of 
the Colonial State and the young in 
the Eighteenth Century, using over 
tlzree hundred criminal cases presented 
befare tlze Lima Cabildo; as well as tlze 
intel/ectual discourses on tlze young 
and urban criminality. In colonial le­
gislation, youtir was considered a stage 
of life during wlzich individuals deser­
ved tire protection of tire State. Tire 
latter in turn was in cirarge of puni­
siring juvenile offenders. Tirey often re­
ceived liglzt sentences wlzen tlzeir mzti­
social deeds brouglzt tlzem befare tlze 
courts. However, tlze degree of protec­
tion tlzat the tribunals accorded to 
infringing minors varied according to 
their lineage, social extraction and 
gender. 
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El poder en el Perú colonial ha sido visto tradicionalmente 
desde arriba en dos sentidos. En el primero, la historia desde 
arriba es la de la aristocracia, los virreyes, los obispos y sus ins­
tituciones poderosas. Desde hace treinta años, esta clase de his­
toria ha sido descentrada por muchos historiadores, quienes 
creen que ese enfoque no nos provee de una historia de la gran 
masa de la población que vivió, enfrentó y negoció en múlti­
ples maneras con el poder colonial. Pero los historiadores del 
Perú han examinado el poder desde arriba en otro sentido, más 
específico, desde el cual el poder colonial ha sido visto como 
una cuestión de adultos, de individuos de quienes, por virtud 
de sus años, se supone que tienen el saber y la experiencia y, 
por consiguiente, un cierto -aunque sea muy variable- grado 
de influencia en sus interacciones con los oficiales de la Coro­
na, la Iglesia o entre ellos mismos. 

¿Qué ocurriría si tomásemos como punto de vista una pers­
pectiva desde abajo en este segundo sentido? En la Plaza Ma­
yor, el centro mismo del poder virreina} en el Perú, las institu­
ciones de la Monarquía, la Iglesia y la ciudad rodeaban a los 
habitantes de la ciudad del siglo XVIII, tanto metafórica como 
físicamente. Una tarde del año 1782, mientras el sol descendía 
tras el edificio del cabildo, una españolita anduvo sola en las 
sombras de los edificios de la plaza para comprar un par de 
medias. Se detuvo para su compra en el cajón de un español de 
catorce años de edad y, al introducir la mano en la cartera que 
traía colgada delante de su vestido, halló que le habían robado 
56 pesos en doblones. El culpable resultó ser Josef Tunco, de 

1 Versiones preliminares de este artículo fueron presentadas en el Ins­
tituto de Estudios Peruanos (abril 1999) y en el Taller de Historia del Centro 
de Documentación sobre la Mujer (agosto 1999). Quiero agradecer a los par­
tícipes de ambos por sus críticas y comentarios. También debo reconocer la 
ayuda y el entusiasmo de dos lectoras en especial: Sarah C. Chambers y 
María Emma Mannarelli. 
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diez a doce años de edad, quien se escondía bajo el cajón y le 
robó a la niña mientras ella intercambiaba cortesías con el cajo­
nero. Tunco fue detenido y puesto en la cárcel pública, al igual 
que hubiera ocurrido con un adulto, donde confesó no solo 
este crimen, sino varios robos semejantes perpetrados contra 
otras niñas en los alrededores de la plaza.2 

Este caso nos permite observar a los jóvenes de la ciudad 
participando en actividades fuera de las instituciones donde 
normalmente los encontramos: las escuelas de los conventos, el 
hospital de huérfanos y los talleres. En uno de los pocos traba­
jos que tratan sobre los niños limeños del virreinato, Stefan 
Roggenbuck (1996) sugiere que la solidez de las instituciones 
coloniales encerró a los niños e impidió el desarrollo de una 
cultura de la niñez callejera. Mientras que es indudable que las 
instituciones de Lima eran repositorios centrales para la repro­
ducción cultural, al educar y criar a los niños y explotar su 
mano de obra, el caso descrito es un ejemplo de que las institu­
ciones no siempre podían contener a los menores limeños. El 
delincuente, la españolita y el cajonero se movilizaban por las 
calles de la ciudad tanto como los adultos, fuera de supervisión 
hasta el momento en que ocurrió la infracción. En este sentido, 
Alberto Flores Galindo comenta que "para [los] niños colonia­
les, el barrio, las calles y el callejón debieron ser las instancias 
de socialización más importantes" (1991: 138). 

Asimismo, este caso pone nuestra atención sobre dos insti­
tuciones donde no esperamos encontrar a los jóvenes de la 
ciudad colonial: la cárcel y la corte criminal del Cabildo. Lo 
que ocurre cuando los jóvenes, como subordinados sociales na­
turales o biológicos, enfrentan directamente las instituciones de 
la horca y los grillos, nos ofrece una perspectiva importante del 
poder colonial. En estas situaciones, la impotencia del sujeto 
colonial y el poder del Estado deben ser mayormente visibles y 
extremos. El examen de estos casos nos hace tomar en cuenta 
una versión de la historia que está enfocada, literalmente, des­
de abajo. 

2 Archivo General de la Nación (en adelante AGN), Cabildo - Causas 
Criminales (en adelante CCC), Leg. 7, C. 4, 1782. 
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Este artículo se centrará en las relaciones entre el sistema de 
justicia colonial y los jóvenes acusados de ser delincuentes. La 
evidencia para este estudio proviene de las leyes españolas, de 
los discursos publicados en los periódicos de la época y, ma­
yormente, de la serie "Causas Criminales" del Cabildo que es­
tán en el Archivo General de la Nación. Éste tiene una sola 
serie de documentos criminales del Cabildo que cubre desde 
1714 hasta 1813. Los más de trescientos casos del Cabildo del 
siglo XVIII e inicios del XIX proporcionan una prueba ma­
nejable del crimen colonial, haciendo posible una investigación 
de las características de cada crimen juzgado por la corte. Por 
esto, los casos del Cabildo facilitan un examen sucinto y com­
prensivo de la intersección entre crimen juvenil, poder colonial 
y los conceptos de la minoridad. A través del estudio de la 
capital virreina! del Perú se verá cómo se animaron los discur­
sos legales sobre la minoridad cuando los jueces y abogados se 
enfrentaron a los delincuentes menores. Además, se verá cómo 
estos discursos estuvieron basados en una tensión innata de la 
ley y cómo, sucesivamente, se reflejaron en una situación co­
lonial de la ciudad, que hizo más obvia la tensión. En esta 
situación, la minoría de edad era una etapa de vida fisurada 
por las otras divisiones de raza, clase y género que definieron 
la vida colonial limeña. 

En la primera parte de este artículo se discutirán los discur­
sos y leyes sobre los menores, especialmente con respecto a los 
conceptos de la responsabilidad legal; se enfatizará que había 
una tensión entre el papel del Estado de proteger y, a la vez, de 
restringir a los subordinados sociales y que esta tensión es alta­
mente visible en las leyes sobre los menores de edad. En la 
segunda parte, se examinarán los casos del Cabildo, atendien­
do a los patrones de acusaciones contra menores de edad y a la 
reacción de la corte. En esta sección se verán dos fenómenos: el 
primero es que la corte, a lo largo del período examinado, re­
trocedería en su papel como protectora de los menores; y el se­
gundo es que el entendimiento del papel de castigador público 
descansa en los sistemas informales del honor y de la raza del 
Virreinato, de los cuales también los menores de edad forma­
ban parte. Finalmente, este examen nos llevará a la tercera par-
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te, en la que se consideran los cambios en la ciudad a fines del 
siglo XVIII y cómo estos afectaron las defensas y alegatos de 
los fiscales contra los delincuentes juveniles, lo que complicó el 
conflicto estatal entre la pena y la protección. 

l. Las leyes 

La filosofía del control y del orden colonial era una verswn 
articulada de la patria potestad, o los derechos que un padre 
tenía sobre su familia. El concepto de la patria potestad provie­
ne de la ley romana imperial, pero fue elaborado para el con­
texto español en los códigos de Lils siete partidas en el siglo XIII. 
En su forma española, codificada en las partidas, el poder (en 
latín potestas) era el de un hombre sobre sus subordinados. Este 
poder se encuentra en varios niveles de la sociedad, de la casa 
al trono. El poder de un padre sobre su familia (incluso su es­
posa), de un amo sobre su esclavo, del obispo sobre los curas y, 
finalmente, del rey sobre sus súbditos. Estas eran las jerarquías 
interrelacionadas en las cuales estuvo basado el orden cívico 
(Lils siete partidas, Part. VI, Tít. XVII, Ley III). Los padres tenían, 
como parte de su patria potestad, el derecho -incluso la obli­
gación moral y civil- de castigar a los hijos. El arzobispo de 
Quito, Juan Machado de Chávez y Mendoza, escribió en un 
tratado sobre las leyes canónicas y seculares en el siglo XVII 
que "pecan los padres, si quando ven a los hijos con vicios, i 
distraídos i necessitados de castigo, no los reprehenden, i casti­
gan con valor; por a su cargo, i obligacion está el castigar sus 
vicios, i excessos" (1646: II, 621). 

El derecho de un hombre de vender a sus hijos o matar a su 
mujer por adulterio también descansó en el principio de la 
patria potestad. Parecería que la autoridad masculina del padre 
de familia era ilimitada; sin embargo, existían ciertas limitacio­
nes. El castigo de los subordinados no debía ser excesivo ni in­
justo. Machado de Chávez comenta que "naturalmente parece 
gozan esa potestad los padres, el mismo Derecho humano, por 
razón de la patria potestad se le concede para que pueda cas­
tigar a sus hijos con castigo moderqdo, i dentro de los limites de la 
paterna corrección" (1646: II, 621. Enfasis nuestro). Según la se-
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gunda partida, el uso oficial de la violencia -el castigo de los 
súbditos por el rey o sus jueces- debe provenir de la misma 
lógica, porque el rey debe ser como un padre que críe a sus 
hijos con amor y los castigue con clemencia (Partidas 1767: Part. 
II, Tít. X, Ley II). Sin embargo, Machado de Chávez observa 
que los padres fueron más limitados que el Estado en imponer 
el castigo: "que no sea con castigo atroz; porque este pertenece 
solamente al luez, que goza de pública autoridad en la Re­
pública" (Partidas 1767: Part. II, Tít. X, Ley II). El comentario de 
Machado de Chávez destaca una contradicción esencial en la 
ley española, en términos de la pena. El castigo de los hijos 
debe ser "moderado" y fundado en un espíritu de "corrección 
paternal". De igual manera, el castigo de los súbditos estaría 
basado en la misma filosofía de "castigo clemente" pero, al 
mismo tiempo, el derecho al "castigo atroz" pertenecía exclusi­
vamente al Estado. Esto produjo una tensión entre el carácter 
punitivo y el carácter piadoso de la justicia, que se hizo más 
obvia en las leyes que trataron sobre los menores. 

La ley estableció que la minoridad iba del nacimiento a la 
edad de veinticinco años. Indudablemente, un período tan ex­
tenso se basaba en el grado de interdependencia entre la socie­
dad y el control patriarcal, de carácter productivo y reproducti­
vo. Los hijos -hombres y mujeres- serían dependientes de 
sus padres para la administración de sus herencias y bienes 
hasta que se casaran o "tomaran estados" como monjas o cléri­
gos. Los hijos pasarían a ser, entonces, los padres en sus pro­
pias familias, y el sistema se reproduciría. Las mujeres de la 
ciudad en el siglo XVIII normalmente se casaban o tomaban 
estado de monjas en la adolescencia tardía, entre los dieciocho 
y veintidós años y, por eso, rara vez gozaban del control de sus 
herencias o dotes, ya que estas pasaban al control de sus mari­
dos o del monasterio.3 Finalmente, el largo período de la mino­
ridad ofrecía a las generaciones lapsos extendidos de influencia 
sobre las vidas y las elecciones de las parejas matrimoniales de 

3 Al fin del Virreinato en Lima, el promedio de edad de mujeres al 
momento de casarse era de 21, 3 años, según Maree! Haitin (1983: 226). 
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las generaciones menores.4 La minoridad también significaba 
otras restricciones legales, como estar limitado en los pleitos 
judiciales o para ofrecer testimonio legal sin el consentimiento 
de un padre o un custodio. Por eso, de acuerdo con el espíritu 
del poder colonial y de la ley española, estas restricciones a 
menores de edad también ofrecieron una medida de protec­
ción. Los menores no debían quedar sin un curador o tutor 
"para defender sus derechos" y prestar "la autoridad legal" de 
sus actividades; en los casos civiles, un curador podía ser, por 
ejemplo, un padre, un tío o un curador ad litem, o sea un abo­
gado nombrado por el juez (Partidas 1767: Part. V, Tít. XI, Ley 
XVII). Los derechos de los menores, entonces, fueron condicio­
nados a la tutela protectora de personas mayores. 

Estas restricciones y protecciones no eran uniformes a lo lar­
go de los años de la vida de un individuo, durante los cuales el 
grado de tutela disminuía progresivamente. La ley española re­
conoció, en efecto, tres etapas de la personería civil. La primera 
se llamaba la puericia o niñez y duraba hasta la pubertad, fijada 
en los doce años para las mujeres y en los catorce para los 
hombres. Hasta entonces, no solo los bienes de los hijos sino 
también sus personas estaban sujetos a los padres o guardianes 
legales. Esto se llamaba tutela. La pubertad o adolescencia, la 
segunda etapa, marcaba un cambio legal muy importante para 
los niños, ya que a partir de estas edades se podían casar, hacer 
testamentos y testificar en causas civiles con el consentimiento 
de sus padres o curadores (o guardianes de sus bienes). Ade­
más, el llegar a la adolescencia significaba ganar el derecho de 
nombrar a sus propios curadores en caso de no tener padres 
vivos, saliendo así del control de la tutela, o sea del control de 
sus personas. En la ley civil, la adolescencia duraba hasta la 

4 Lns siete partidas constan de "elementos mixtos" con respecto a la in­
fluencia de los padres sobre las elecciones de las parejas matrimoniales, 
según Lavrin (1989: 6). En el siglo XVI, el Concilio de Trento mandó que el 
principio de voluntad libre gobernase la elección de parejas matrimoni~les. 
En el siglo XVIII, los gobiernos coloniales locales us~ron la Real Pragmatlca 
de 1776 para fortalecer la influencia de los padres e mte~tar res~aurar el or­
den socio-racial en las colonias. Véase Seed (1988) y Martmez-Aher (1974). 
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edad de veinticinco años tanto para los hombres como para las 
mujeres. En la tercera, todos los que tuvieran veinticinco años 
de edad eran considerados como mayores de edad. 

En los casos civiles y criminales, quien no hubiera cumplido 
veinticinco años de edad tenía el derecho al apoyo de un pro­
tector de menores, es decir, un abogado de número de la Real 
Audiencia, nombrado por el alcalde ordinario para representar­
lo en los procedimientos. Sin embargo, la ley criminal estable­
ció parámetros diferentes a la ley civil para separar las etapas 
de la minoridad. Aunque la representación legal del protector 
de menores fuera un derecho del que gozaba el individuo a lo 
largo de sus años de minoridad, la responsabilidad legal por 
sus acciones variaba según las edades. Así por ejemplo, los 
niños que no habían cumplido diez años y medio de edad no 
podían ser castigados por sus acciones criminales (Partidas 
1767: Part. VII, Tít. XXXI, Ley VIII). Aunque las Partidas no 
ofrecen una explicación para esto, la creencia común provenía 
del concepto latino dolix incapax, el cual significa que los niños 
no son capaces de la malicia y el dolo necesarios para ser res­
ponsables de sus crímenes. La falta de malicia se relacionaba 
con la ausencia de la facultad de razón, entre otros factores. Sin 
embargo, la razón y el dolo no eran sinónimos. Como cita en 
latín Machado de Chávez, "quien no tiene ni ánimo, ni intelec­
to, ni juicio racional, sino tiene el dolo, puede ser imputado de 
la culpa."5 La fase que seguía a la pubertad se llamaba la edad 
de la discreción. Se decía que durante esta etapa los jóvenes 
"empiezan ya a discernir lo bueno y lo malo y lo justo y lo 
injusto", aunque "no adquieren todavía nociones exactas sobre 
la moralidad de las acciones" o, en otras palabras, no desarro­
llan el dolo (Escriche 1851: 586). Esto evidencia que el dolo sig­
nificaba un entendimiento moral separado del juicio racional. 
Esta etapa intermedia del entendimiento moral era reconocida 
e~ l~s. leyes_ secular~~· Entre las ~da des de diez años y medio y 
diecisiete anos, los JOVenes pod1an ser enjuiciados por sus crí­
menes pero, según las Partidas, no debían ser castigados como 

3 
Quía no hm>et animu, intcllcctu, nec iudiciu rrationis, ut possi ille dolus, ve/ 

culpa 1mputar (1646: I, 808). 
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adultos. No existieron instrucciones precisas para la severidad 
de sentencias en tales casos ni razones específicas para ·la dis­
tinción. Las penas quedaban al "arbitrio de los jueces". 

El concepto de la responsabilidad limitada para menores 
estaba ubicado dentro de un conjunto de leyes ya fundadas 
previamente en una tensión entre el privilegio y la obligación. 
Consideremos el análisis del experto legal Joaquín Escriche, 
quien, en el siglo XIX, escribió en un comentario sobre la ley 
española que "la ley le confiere [al hombre] derechos y privile­
gios según sus necesidades, y le impone obligaciones y deberes 
según sus facultades y sus medios, combinando siempre el bie­
nestar de cada individuo con el interés general, y estableciendo 
la armonía en el Estado." Si dejamos de lado el lenguaje del 
liberalismo clásico del siglo XIX, lo que tenemos es un equili­
brio delicado entre la responsabilidad del Estado de proteger y, 
simultáneamente, de restringir a sus súbditos. Este conflicto, a 
juicio del autor, es especialmente evidente en la etapa interme­
dia de la personería legal, que él denomina "la edad de la dis­
creción". Durante este período, el Estado tendría que encontrar 
un equilibrio especialmente precario: 

La ley aquí toma en cuenta y combina los progresos de su razón 
con los nuevos elementos que influyen en su conducta; y dán­
dole por una parte cierta libertad para que obre según crea con­
venirle, le pone por otra ciertas restricciones y le concede ciertos 
derechos para reservarle de los esstavios [pasiones] a que le 
arrastrarían la inesperiencia y la fogosidad de las pasiones. 
(Escriche 1851: 586) 

Ni Escriche ni las Partidas ofrecen una explicación legal clara 
sobre por qué, después de la edad de diecisiete años, un indivi­
duo todavía precisaría el consejo y la protección legal de un 
protector de menores, pero no merecería tratamiento especial 
en términos de la sentencia y el castigo. Tanto la interpretación 
de las leyes sobre la minoridad, como el hecho de que Las siete 
partidas no ofrecían una explicación de las leyes, produjeron 
una situación ambigua en la cual cada generación podría inter­
pretar las normas y explicar sus valores sociales, como hizo 
Escriche en su comentario sobre "las pasiones" de los jóvenes 
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de una cierta edad. Además, la postura contradictoria del Es­
tado con respecto al castigo y la protección ofreció a cada gene­
ración la posibilidad de enfatizar los aspectos del carácter esta­
tal según sus propios contextos y las necesidades percibidas de 
sus sociedades. En el Cabildo colonial de Lima, los abogados y 
los jueces hicieron precisamente eso, viendo las leyes a través 
del prisma de un orden colonial basado en las jerarquías de la 
casta, la clase social y el género. 

2. Los casos 

Fueron exactamente la importancia de este orden social y la 
preservación de estas jerarquías las que se acentuaron en el 
siglo XVIII. Un viajero español llegó a Lima en 1738 y comentó 
que la ciudad no constaba de "ni un diezmo de gente blanca", 
siendo "excesivo el número que hay de negros, negras, mula­
tos, indios y de esta gentalla" (Lanuza y Sotelo 1998: 106). Su 
percepción fue algo exagerada, pero los padrones de la pobla­
ción demuestran que, entre 1700 y 1790, los españoles y criollos 
de la ciudad, o sea los blancos, disminuyeron en número, pues 
de ser más de la mitad de la población (56,5%) pasaron a cons­
tituir el 38,1 %. Los porcentajes de negros e indios también ca­
yeron. Entonces, ¿quiénes poblaban la ciudad? Eran las castas 
-los mulatos, los zambos y los chinos, una mezcla de los des­
cendientes de africanos e indígenas u otros)- las que crecieron 
en el transcurso del siglo XVIII. En la Numeración de 1700, la 
única categoría para la gente de orígenes raciales mezclados 
con negros era mulato. A fines del siglo existían varias catego­
rías más. El aumento mismo de las categorías demuestra el cre­
cimiento y la diferenciación de las castas en la ciudad. Desde la 
perspectiva del Estado, esto demuestra las fisuras en el orden 
socio-racial o desorden creciente para las elites (Cook 1985; 
Pérez Cantó 1985: 52). 

La imagen del desorden creciente en la ciudad coincidía con 
un cambio del estilo monárquico, un cambio que apostó la 
Ilustración y que se manifestó en los intentos de ingeniería social 
en la ciudad. Las reformas borbónicas de fines del siglo XVIII 
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nacieron en la metrópoli española pero su implementación era 
local. Los temores de motines raciales después de la rebelión 
de Túpac Amaru y de la revolución en Haití se expandieron en 
la capital virreina! y se convirtieron en un miedo de rebeliones 
esclavistas locales. Los temores generales frente al crimen y al 
desorden, así como los edictos de la Corona sobre los peligros 
sociales causados por la vagancia, también tuvieron sus conse­
cuencias, particularmente en el rastro de la policía urbana. Las 
reformas borbónicas aportaron a Lima los faroles, las tarifas 
voluntarias para el serenazgo y una fuerza de policía formida­
ble, que incluyó un "teniente coronel para la persecución de 
vagos, ladrones, y facinerosos" .6 

Según los documentos que se conservan, durante el siglo 
que va de 1714 a 1813, 336 personas fueron detenidas por crí­
menes en la ciudad y llevadas ante el Cabildo, que, entre otras 
funciones, tenía la de servir como una corte de primera instan­
cia. El estar detenido significaba, en primer lugar, que el al­
guacil mayor escribiría una orden de secuestro de su persona y 
bienes. El acusado estaría en la cárcel, normalmente la cárcel 
pública, donde esperaría en muchos casos durante meses la 
oportunidad de negar en una confesión formal los cargos que 
habrían hecho sus vecinos, sus amigos y, ocasionalmente, su 
propia familia? 

Noventa y nueve de los individuos detenidos durante el 
período -casi un tercio del grupo de 336 personas- eran me­
nores de edad. El número de menores hallados enfrentando el 
Cabildo por acusaciones criminales es notable. Pero se debe 
recordar que la asociación de la juventud con el crimen es una 
construcción histórica. En Europa, el axioma de que los jóvenes 
tienen tendencias criminales y el concepto de la delincuencia 
juvenil empezaron a surgir exactamente en la época que se exa-

6 Véase Flores Galindo (1991: 122). Los documentos del serenazgo de la 
ciudad se encuentran en AGN, Real Audiencia, Cabildo, 1779-1818. El titular 
del oficial policial se encuentra en AGN, CCC, Leg. 10, C. 19, 1798. 

7 A pesar de su nombre, una confesión no era necesariamente una admi­
sión de la culpa, sino algo más semejante a un intérrogatorio. 
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mina y florecerían más tarde, en el siglo XIX.8 En todo caso, la 
situación contradice la noción de la infancia protegida sosteni­
da por Roggenbuck. 

Es cierto que no todos los menores que infringieron la ley 
estuvieron implicados en procesos judiciales y, por tanto, es 
también cierto que había mucho más criminales jóvenes de los 
que encontramos esperando sus sentencias en los oscuros y 
húmedos calabozos de la cárcel pública. Muchos jóvenes nunca 
fueron capturados por la policía. Es posible que un número no 
haya sido procesado formalmente debido a las restricciones en 
las sentencias. Otros, particularmente los que fueron implica­
dos en crímenes leves, no habrían sido procesados formalmen­
te, sino juzgados extrajudicialmente por oficiales coloniales o 
sus padres. Las leyes establecidas para el Nuevo Mundo, re­
colectadas en la Recopilación de leyes de Indias, expresaron preo­
cupación frente al hecho de que las colonias atrajeran a los 
"vagabundos" y los "incorregibles" españoles y mulatos, espe­
cialmente los que vivían entre los indígenas. La Recopilación 
exigía que se forzara a los vagabundos a aprender un oficio y 
que los "incorregibles" fueran desterrados (Recopilación 1756, 
Lib. VII, Tít. VI, no. 2). Con los barbones estas reglas fueron lle­
vadas a la práctica. Un historiador de México halló que, du­
rante las reformas borbónicas en la Ciudad de México, no era 
de extrañar que los delincuentes adolescentes fueran puestos 
a trabajar en talleres de artesanos sin un juicio formal (Scar­
daville 1994). En Lima, los nuevos alcaldes de barrios nombra­
dos durante las reformas policiales fueron mandados a retirar 
del poder de sus padres a los hijos de mendigos que tuvieran 
más de cinco años y colocarlos en puestos con maestros artesa­
nos. Los alcaldes ordinarios de la ciudad ya habían expedido 
sentencias semejantes a lo largo de dos siglos, poniendo a los 
jóvenes en tiendas públicas bajo contrato. Por lo menos una 
parte de los aprendices coloniales fueron delincuentes o huér­
fanos "vagos" cuyos crímenes se trataron de una manera se-

8 King (1998: 116-167) y Cunningham (1995: 149). Para las ideas sobre el 
crimen en el siglo XIX, véase Aguirre (1996; 1998). 
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rnejante.9 El aprendizaje fue también una opción utilizada por 
los padres de jóvenes difíciles de controlar. Por ejemplo, en 
1796, la madre de Manuel de la Cruz Velebán, que tenía trece 
años, entregó a su hijo a don Adolfo Ramiro, un maestro 
sastre, para que se desempeñara por seis años "forzosos" corno 
aprendiz.10 

Las causas criminales del cabildo también revelan que los 
padres a veces entregaban a sus hijos a los mismos oficiales co­
loniales para corregirlos, aunque no hubieran sido condenados 
formalmente por un crimen. Cuando Marcelo Matunano, de 
veintidós años de edad, fue detenido por el robo de más de mil 
pesos, su acusador reveló que Marcelo anteriormente había 
"sido desterrado de su Patria a el Presido de Valdivia[ ... ] [por] 
sus Padres[.] Para contenerlo de algunas rnozedades de su 
jubentud lo pasaron de oficio."11 Los talleres serían el destino 
de los jóvenes de las clases bajas; para los hijos de las elites 
españolas, los que tenían el título de don desde su nacimiento, 
probablemente se prefirió las escuelas de los conventos o rno­
nasterios.12 

A pesar de estas soluciones informales para castigar a los 
infractores menores, los jóvenes también se hallaron enfrentan­
do la ley a través de los barrotes de los calabozos. Tenemos casi 
cien casos de menores de edad cuyos destinos quedaron en 
manos del sistema de justicia de la ciudad. Los resultados de 
los casos nos ofrecen mucha información sobre las actitudes y 

9 Véase, por ejemplo, AGN, CCC, Leg. 13, C. 11, 1813. Muchos de los lla­
mados asientos de aprendiz a lo largo de los siglos indicaron que el alcalde 
estuvo presente y, a menudo, le "entregó" el joven a un maestro artesano. 
Para algunos ejemplos de 169Q, véase AGN, Protocolos Notariales (en ade­
lante PN), escribano Marcelo Alvarez de Ron, protocolo 103, folio (f.) 911 y 
protocolo 104, f. 172, f. 250, f. 294, f. 609 y f. 822. Los menores indígenas 
fueron entregados con la intervención del procurador de naturales del Cer­
cado. Para ejemplos hacia 1720, véase AGN, PN, escribano F. C. Arrendando, 
protocolo 50, f. 582, f. 674, f. 684 y f. 787. 

10 AGN, PN, escribano Lucas de Bonilla, protocolo 145, ff. 274-275. 
11 AGN, CCC, Leg. 5, C. 18, 1774. 
12 Las acusaciones contra un español, estudiante de gramática, indican 

que los padres de jóvenes incorregibles los entregaban a las escuelas conven­
tuales. Véase AGN, CCC, Leg. 11, C. 17, 1806. 
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las prácticas oficiales, sobretodo en cuanto a los más vulnera­
bles judicialmente. Las causas del Cabildo, tanto como muchos 
de los documentos coloniales, no son completas y tienen mu­
chos defectos, ya que años enteros de la serie se han perdido. 
Por eso, hay que tener mucho cuidado en derivar de ellos esta­
dísticas sólidas. Sin embargo, los casos nos permiten obtener 
patrones generales en cuanto al crimen y al castigo de los me­
nores de edad y nos ofrecen una rica información sobre las 
ideas y actitudes respecto de la delincuencia juvenil en la 
ciudad. 
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Cuadro 1: 

Acusados por Cohorte 

12-15 16-20 21-24 25-29 30-34 35-40 40-44 45-50 50-80 

Cohorte de Edad 

Lo primero que se observa es que los jóvenes no contaban 
con los mecanismos informales -como ser ubicado en un ta­
ller o una escuela- para evitar la cárcel y la sentencia. Los 
acusados menores de edad constituían una tercera parte de to­
dos los individuos detenidos durante el período y los acusados 
que tenían menos de veinte años de edad eran más del 15%, lo 
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cual señala que un número considerable de jóvenes tuvo pro­
blemas oficiales. De hecho, la detención de los adolescentes 
que tenían de 16 a 20 años de edad era más frecuente que la 
detención de individuos que tenían entre 21 y 24 años, siendo 
esa cohorte de edad la segunda en frecuencia de detención, 
luego de la cohorte de 25 a 29 años. Los patrones de la deten­
ción juvenil permanecen relativamente constantes durante el 
período de 1714 a 1813, aunque los totales de las detenciones 
se incrementaron significativamente en la década de 1780 por 
las reformas policiales.13 

Los oficiales judiciales no siempre preguntaban en la prácti­
ca por la edad de un sospechoso, a pesar de que era una parte 
normal del proceso de la confesión (Juan y Colom 1761: 207-
211). En un 29% (103) de las detenciones individuales, no se 
apuntó la edad del acusado. Cuando la edad sí fue apuntada 
por el escribano de la corte durante la confesión, casi el42% de 
los acusados era menor de edad y 65% de los individuos que 
dijeron su edad tenían menos de 30 años. Esto sugiere que la 
determinación de la edad de los presuntos criminales no fue 
un gesto mecánico o superficial, sino que se practicaba, por lo 
menos en parte, con la intención de establecer si el criminal era 
lo suficientemente joven para merecer el tratamiento especial 
en la sentencia y, sobre todo, para merecer la defensa legal de 
un protector de menores. 

No obstante, el Cabildo no estaba ansioso ni deseoso de 
ofrecer a los acusados el servicio del protector de menores. En 
realidad, se aprovechó la falta de conocimiento exacto de las 
edades de algunos de los acusados para evitar ofrecerles un 
abogado. Si examinamos la siguiente gráfica basada en las eda­
des desagregadas de los acusados, encontraremos un gran nú­
mero de acusados que supuestamente tenían veinticinco años. 
En lugar de indicarnos que un número desproporcionado de 

13 A partir del decenio que se inicia en 1770, un número mayor de indivi­
duos fue detenido y más crímenes fueron procesados. Nuestro examen del 
promedio de edad de los acusados por década produjo resultados inconclu­
yentes: entre 22 y 35 años de edad. Asimismo, los resultados de un examen 
de la frecuencia de acusaciones contra menores son inconcluyentes: el por­
centaje de menores entre los acusados varía entre el 18% y el 50%. 
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Cuadro 2: 

Acusados, Edades 12-50 

12131415161718 19 2021222324 252627 28 2930 3132 3334 353637383940414243444546484950 

Edades 

los criminales de Lima del siglo XVIII estaba en el rango de los 
veinticinco años, creemos que esto indica más bien un impulso 
de la corte de considerar a los criminales en la cúspide de la 
minoridad como adultos, para evitar el nombramiento de un 
defensor o la consideración de su juventud en las sentencias. 

Los limeños en tiempos del Virreinato normalmente no lle­
vaban exacta cuenta del número de años que vivían. Esto era 
especialmente notorio entre los esclavos o los inmigrantes indí­
genas, cuyos orígenes quedarían guardados en recuerdos dis­
tantes que difícilmente podían ser constatados. A menudo, las 
edades manifestadas eran fruto de cálculos aproximados; se 
decía, por ejemplo, "de 19 a 20 años" o "más de 25 años".14 En 
muchos de los casos de la corte, el escribano, en presencia del 
alcalde ordinario, asignaba a los acusados una edad basada en 
su aspecto ("al parecer" o "por su aspecto"). No es difícil ima­
ginar que el proceso de asignación de las edades fue muy sub-

14 Los ejemplos son abundantes. Véase, por ejemplo, AGN, CCC, Leg. 1, 
C. 5, 1717; Leg. 3, C. 4, 1750; Leg. 4, C. 14, 1768; Leg. 4, C. 11, 1784; Leg. 13, 
C. 10, 1813, y muchas de las acusaciones en Leg. 13, C. 17, 1813. A uno de los 
detenidos, en AGN, CCC, Leg. 7, C.4, 1782, le fue asignada la edad de "24 a 
25 años" y no recibió un protector. 
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jetivo. Por ejemplo, la corte tendía a calcular las edades en 
intervalos de cinco años o de décadas y, a menudo, convenien­
temente, se ve que los acusados "por su aspecto" tienen "más 
de veinticinco" años de edad.15 

La asignación de las edades de los acusados, entonces, ha­
bría tendido a situarlos por encima del límite de la minoridad, 
lo que los dejaba sin protección legal, por lo menos en el proce­
so de la confesión. En 1773, Juan de Torres, un mulato libre 
oriundo de Santiago de Chile, confesó haber cometido una se­
rie de robos.16 La verificación de edad a través de las partidas 
de bautismo era un proceso normal cuando la edad de un acu­
sado entraba en contradicciones. Pero, en este caso, el acusado 
era extranjero. El nombramiento de un médico para examinarlo 
físicamente y establecer la edad del acusado Torres demuestra 
que la consideración de la minoridad de un acusado podía ser 
central para un caso -tan importante que requería la verifica­
ción científica durante esta época ilustrada- si la partida de 
bautismo no existía o no se podía conseguir fácilmente. 

No era solo la corte la que manipulaba las edades de los 
acusados sino que estos mismos también reducían sus edades 
para obtener los beneficios de protección. En el año de 1772, un 
mulato esclavo, Bernardo Tagle, fue detenido por haber entra­
do a una casa con intención de robar. En su confesión, Tagle 
testificó que tenía "dieciséis años", pero el solicitador fiscal 
descubrió su mentira. El abogado escribe: "En el principio ti­
raba este a persuadir tener solo 16 a 17 años, pero por la parti­
da de bautismo [ ... ]y declaraziones succesquentes se combense 
que tiene más de 22 años con lo que se le ha justificado el per­
juro" .17 La razón de la mentira resultó obvia para el solicitador 
fiscal, quien le recordó al juez que "la hedad que se nececita 
para sufrir la pena ordinaria es de 18 años". 

15 La corte también podía sobrestimar las edades de los acusados, como 
demuestra el caso de Josef Tunco. Véase AGN, CCC, Leg. 7, C. 4, 1782 y com­
párese f. 1 con f. 11 v. 

16 AGN, CCC, Leg. 5, C. 11, 1773. 
17 AGN, CCC, Leg. 5, C. 1, 1772, f. 43v. 
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Lógicamente, los acusados intentaron aprovechar los benefi­
cios de la protección legal, tanto en cuanto a la lenidad de la 
pena como en lo referido a la asignación del protector de me­
nores. Mientras tanto, la corte tendía a intentar establecer que 
los acusados no eran menores de edad: así no necesitarían de 
un protector ni merecerían una consideración especial en la 
pena. La ambigüedad del papel de la corte respecto de los in­
fractores jóvenes produjo una nueva tensión en el sistema de 
justicia criminal, que fue explotada tanto por la corte como por 
los acusados. De ello resulta que los acusados manipulaban la 
función protectora de las leyes y la corte guardaba celosamente 
el beneficio de la protección. 

Aunque el Estado fue reacio a poner en práctica su manda­
to protector en beneficio de los jóvenes acusados que estu­
vieran en la cúspide de la mayoría de edad, los patrones de las 
detenciones demuestran que usó su autoridad punitiva contra 
toda clase de jóvenes limeños, aunque ciertos grupos enfren­
taron a la autoridad del Cabildo más frecuentemente que otros. 
La frecuencia de las detenciones variaba según el sexo y el 
status socio-racial, tanto entre los menores como entre los ma­
yores. Sin embargo, los casos que involucran menores mues­
tran divergencias con respecto a la norma adulta. Las españolas 
constituían el grupo con menores probabilidades de ser acusa­
do. Rara vez fue una española acusada de un crimen y solo 
tres fueron a prisión.18 La única española menor de edad acu­
sada era una "doña" de quince años, casada.19 Por eso, se po­
dría suponer que, generalmente, las mujeres, por virtud de su 
sexo, respondieron a la autoridad privada en la casa antes que 
a la autoridad pública. No obstante, 45 mujeres fueron acusa­
das y el número de ellas perteneciente a las castas es considera­
ble (48% del total femenino), muchas de las cuales eran meno-

18 Se debe mencionar que las cifras siguientes están basadas en los casos 
en que tanto el sexo como la raza fueron registrados. Había otras mujeres y 
hombres acusados. La mayoría de las mujeres estaba acusada de "sevicia" 0 

el castig? "exc~~ivo" a un esclavo, pero sus razas no fueron apuntadas. 
Nuestra 1mpres10n es que SI se ¡untaran todos estos casos, los resultados no 
cambiarían significativamente nuestro análisis. 

19 AGN, CCC, Leg. 5, C. 14, 1773. 
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res de edad. Parece que la frecuencia de las acusaciones des­
cansaba más en la raza o en la situación de clase social de las 
mujeres que en su sexo. 

Cuadro 3: Acusados por categorías socio - raciales (en casos 
en que conocemos la raza y el sexo = 258) 

TOTAL 

H M 

Español 74 2 

Casta 94 23 

Esclavo 39 17 

Indígena _Q ..2 
Total 213 

H= hombres 
M= mujeres 
T= total 

45 

I 
76 

117 

56 

_2 

258 

% H 
29.5 19 

45.3 30 

21.7 11 

3.5 __1 

100 64 

MENORES NO MENORES/NO 

M I % H M I % 

1 20 24.1 55 1 56 32 

13 43 51.8 64 10 74 42.3 

3 14 16.9 28 14 42 24 

_2 _Q ll _2 _l ..2 1.7 

19 83 100 149 26 175 lOO 

Los hombres españoles menores de edad también eran con­
siderados menos sospechosos en general y, por lo tanto, tenían 
menos probabilidades de ser detenidos que los mayores de su 
mismo origen. Las acusaciones contra los españoles constituían 
el 24% del total de los menores, mientras que entre los no me­
nores representaban el 32%. La proporción de esclavos deteni­
dos también resultaba menor entre los que aún no llegaban a la 
edad adulta, pues era el 16% de todos los menores detenidos y 
el 24% de los no menores. 

Nos quedan, entonces, dos grupos de menores con más pro­
babilidades de ser acusados por crímenes que sus homólogos 
adultos: indígenas y castas. Los indios que estuvieron deteni­
dos por la justicia ordinaria casi siempre eran menores de 
edad. No queda claro por qué acudieron al Cabildo y no ante 
el corregidor. Tal vez se debía al tipo de crímenes en el cual 
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eran implicados: generalmente robos de mulas o ventas ilegales 
de productos agrícolas. Sin embargo, es posible que la razón de 
fondo haya sido que en su mayoría eran migrantes en la ciu­
dad y sus crímenes fueron castigados rápidamente y con leni­
dad. Por ejemplo, Pedro Gómez y José García, migrantes de 
temporada de Carabayllo y Huaylas, respectivamente, estuvie­
ron detenidos por el transporte de mulas robadas.20 Ambos 
fueron sentenciados a quince días de trabajo público por su cri­
men. Desafortunadamente, el número de indígenas detenidos 
en el Cabildo no es suficiente como para realizar un análisis 
basado solo en los casos de éste. Sin embargo, si pasamos por 
un instante a las sentencias del corregidor de la provincia, ante 
quien los indios normalmente eran enjuiciados, encontramos la 
lógica de la lenidad de las sentencias dadas a los indígenas. 
Por ejemplo, un menor indígena que tenía veintidós años con­
fesó haber robado una cantidad de especies y ropa. Su pro­
tector, significativamente el protector de naturales y no el de 
menores, argumentó en su defensa: "¿Quién duda que por la 
circunstancia de doble minoridad de mi parte tanto por su 
edad [ ... ] como por su naturaleza Yndica no está sujeto a todo 
rigor de las Leyes, sino a que se le trate con la más pocible 
equidad?" El menor fue absuelto de los cargos a pesar de su 
confesión. 21 

Como también lo demuestra el caso de las mujeres, son las 
castas las que llaman nuestra atención. Los menores de las 
castas tenían tantas oportunidades como los esclavos de come­
ter delitos porque ninguno de estos grupos estaba bajo cons­
tante vigilancia. En la ciudad colonial los esclavos a menudo 
vivían de las ganancias de su trabajo no supervisado, al igual 
que la gente libre. ¿Por qué los menores de las castas enfrenta­
ron juicios más frecuentemente que los españoles o los escla­
vos? Como se ha descrito, el temor del desorden generado por 
el crecimiento en el número y la complejidad de estos grupos 
alcanzó su punto máximo durante esta época. Por eso, es posi-

20 AGN, CCC, Leg. 9, C. 18, 1792. 
21 AGN, Fáctica, Juzgado del Corregidor del Cercado o Subdelegado del 

Cercado, Leg. 1, C. 16, 1800, f. 29. 
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ble que la razón del número relativamente alto de detenciones 
de jóvenes de las castas se basara en el papel que la corte ima­
ginaba tener como padre sustituto en el castigo de los jóvenes. 
Es muy posible que la policía y las cortes estuvieran más dis­
puestas a procesar a los jóvenes de las castas porque eran ellos 
los que carecían del patriarcado privado para controlarles y 
"corregirles".22 Al contrario de los indígenas menores, no goza­
ban de la doble minoridad. Además, al contrario de la situación 
normal de los españoles y aún de los esclavos, las castas se 
encontraron en la singular situación de no tener que sujetarse a 
la autoridad española privada bajo la forma de un amo o un 
padre, sino enfrentarse a la corte para su castigo. En un caso, el 
protector de menores argumentó que el Cabildo había sobrepa­
sado sus límites al procesar a un esclavo de catorce años por 
haber robado a su amo. Comentó que el esclavo "goza el privi­
legio de no ser acusado judicialmente [ ... ] porque deve conside­
rase como un familiar, cuyo castigo se ha de practicar a discre­
ción del amo".23 

A pesar de las diferencias en los rostros de los acusados, las 
acusaciones contra los menores de Lima fueron de todo tipo. 
Los jóvenes parecen haber cometido una variada gama de crí­
menes: robaron caballos, entraron a las iglesias para robar, les 
quitaron a sus vecinos miles de pesos, insultaron, pegaron y 
mataron. Además, aunque la categoría solo contenga quince 
casos, los jóvenes de las castas o los negros cometieron una 
buena parte de los crímenes que se han categorizado como 
contra la autoridad, que incluyen la fabricación de monedas 
falsas y el portar armas siendo miembro de las castas o negros. 
Los menores de edad tendieron más a ser acusados por críme­
nes contra la propiedad que por los referidos a injuria perso­
nal. La mayoría de los casos que involucraban a menores de 
edad (59%) eran contra la propiedad, mientras que, entre quie­
nes no son menores, las injurias personales constituyeron la 

22 Como demuestra el excelente trabajo de María Emma Mannarelli, las 
castas tuvieron mayores probabilidades de tener hijos ilegítimos y, por consi­
guiente, muchos de ellos carecieron de padres de familia. Véase Mannarelli 
(1994: 172). 

23 AGN, CCC, Leg. 9, C.2, 1789, f. 106. 
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mayoría (48%). Los casos de injurias incluyen el homicidio, los 
ataques personales y la difamación. Aunque no hayan sido 
muchos, los casos de injurias de palabra eran serios en la Co­
lonia porque el honor de una persona constituía un valor social 
muy importante. En trece casos de injurias verbales que no re­
sultaron en violencia, existe una sola acusación contra un me­
nor. Esto sugiere que, si de hecho los menores insultaban, sus 

Cuadro 4: Casos por Tipos de Crimen24 

Casos sin Menores 

Doméstico/Género ( 4%) 

Propiedad (42%) 

Contra Autoridad (6%) 

Casos con Menores 

Doméstico/Género (1%) 

Propiedad (59%) 

24 Los cuadros de tipos de crimen se basan en los casos en que más de 
un~ persona podía ser detenida. Hay en total 242 casos, en 74 de los cuales 
se mvolucraron menores de edad. 
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palabras no adquirían tanto peso como los insultos de un 
adulto. 

Esto no quiere decir que los jóvenes de toda clase y raza no 
participaran en la cultura del honor en la Lima colonial. Existe 
evidencia, en los casos del Cabildo, que hace necesario revisar 
la suposición de que "la honestidad y la honradez no eran vir­
tudes accesibles a las castas" en Lima.25 Cuando la esclava 
Simona Laredo, que tenía entre doce y catorce años de edad, 
pasaba a ver a su hermana en la calle de La Trinidad, fue insul­
tada por un "negrito" que no conocía, quien le gritó: "¿Quién 
diablos es esta putona que está silbando?" "¿Qué modo era 
aquello de decir tan insolencia quando jamás havia durmido 
con él?", fue la impetuosa respuesta de Simona. Sus palabras 
reflejaban el respeto que ella creía que merecía, un respeto ba­
sado en su honor femenino. Es importante tomar en cuenta 
que, a pesar de su corta edad, Simona creyó que su honor des­
cansaba en su comportamiento sexual, tal como hubiera sido 
para una mujer de mayor edad. El intercambio de palabras se 
convirtió en una bronca (pelea callejera) y, unos días más tarde, 
Simona tomó revancha y apuñaló al negro con un cuchillo que, 
dijo, llevaba para pelar fruta.26 En su defensa, el protector de 
menores argumentó que ella fue "provocada" y pidió que el 
juez considerase no solo su "corta edad" y su "sexo frágil" co­
mo prueba de su "menos advertencia", sino también "las repe­
tidas provocaciones con que la insultó el negro" _27 

La defensa de Simona sugiere que los jueces habrían reco­
nocido una suerte de honor como posesión legítima de las cas­
tas. Pero los oficiales coloniales, tanto los procuradores como 
los jueces, no estaban dispuestos a concebir el honor de la ple­
be de la misma manera que el de los españoles. En una apela­
ción a una sentencia extrema de azotes y destierro que un al­
calde impuso a un menor de dieciséis años, el protector de 
menores explica: 

23 Flores Galindo (1991: 127). Para una consideración detallada del siste­
ma del honor entre la plebe colonial y la republicana de Arequipa, véase 
Chambers (1999). 

26 AGN, CCC, Leg. 5, C. 9, 1773. 
27 AGN, CCC, Leg. 5, C. 9, 1773, f. 20v. 
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Si el honor es la vase del Govierno Monarquico, este se debe 
entender con mayor o menor elevación en los Yndividuos con­
forme a su rango[.] La plebe no tiene gloria, pero cumpliendo 
con sus deveres goza de la estimación pública: todo esto se 
pierde[ ... ] siempre que le impone una pena que quitársela [y] 
rompe el freno que sugeta a todo hombre en sus malas inclina­
ciones.28 

Queda claro, entonces, que los adolescentes tenían derecho 
al honor, pero honor de un tipo que dependía de su status 
dentro de las jerarquías de género, clase y raza de la ciudad. 
Las esclavas adolescentes, en virtud de ser mujeres, ganaban su 
honor a través de su conducta sexual. Sin embargo, los jóvenes 
de las castas, como toda la plebe, ganaban su honor "cumplien­
do con sus deberes". 

Si seguimos la lógica de 'los argumentos del protector, quizá 
sería más apropiado enfatizar que era el Estado el que tenía el 
cargo de no agraviar el concepto de la "estimación pública" al 
imponer la pena. La condición de la minoridad queda implícita 
en el argumento; el quitarle la "estimación pública" no sería 
equivocado sino más bien peligroso, porque haría pedazos los 
lazos del honor que unen su conducta social y le conduciría 
rápidamente a una vida criminal. Como veremos a continua­
ción, tal argumento, el cual enfatiza el carácter de corrección de 
la pena oficial, se convirtió en un argumento clásico en la de­
fensa de menores, particularmente a fines del siglo XVIII. 

3. Los argumentos legales y las sentencias 

A fines del siglo XVIII, los jueces del Cabildo se encontraron 
enfrentando una situación en la cual las funciones protectoras y 
los mandatos punitivos entraron en conflicto abierto. Las ideas 
alternativas de la Ilustración sobre la corrección y la importan­
cia de la juventud exigieron que los jueces evitaran un castigo 
que pareciera abusivo para asegurar que sus penas no transfor­
maran a los jóvenes simplemente descarriados en criminales 

28 AGN, CCC, Leg. 10, C. 9, 1798, f. 21. 
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avezados. Sin embargo, los discursos que enfatizaron la idea de 
corrección futura de los menores compitieron con otro conjunto 
de ideas emergentes que Sf)stenían que la juventud era una eta­
pa peligrosa. El temor frente al crimen era endémico y, como 
nos dice Alberto Flores Galindo (1991: 128), "clases populares y 
clases peligrosas" comenzaron a ser sinónimos. Queremos aña­
dir a su comentario que, en buena medida, los peligros y los 
jóvenes también comenzaron a compartir una relación simbióti­
ca, mientras que el miedo a la plebe de Lima y las preocupa­
ciones sobre el crimen se prestaron a crecientes discusiones 
sobre cómo se hacen los criminales. Un protector de menores 
resumió estos discursos cuando observó que los "hombres sue­
len caer, principalmente en los primeros años de la vida quan­
do salen fuera de aquel yugo que necesitan para contenerse".29 

Las Partidas propusieron que la función de la pena era do­
ble: castigar a los criminales por sus crímenes y, en segundo 
lugar, "para que todos los que lo oyeren, e vieren, tomen exem­
plo, e apercibimiento, para guarden se que no yerren, por mie­
do de las penas" (Partida VII, Tít. XXXI, Ley I). Pero en los in­
tercambios de argumentos legales que constan en los juicios del 
siglo XVIII, el funcionamiento preventivo del miedo a la pena 
no aparece como el único propósito. Los abogados, o los meno­
res mismos, enfatizaron otro propósito del castigo: la corrección 
piadosa de los jóvenes. Antes de fines del siglo XVIII, los pro­
tectores solían poner énfasis en la "poca malicia", la "menos 
advertencia" o el "menor entendimiento" de su parte como 
una defensa que redujera su culpabilidad. A fines del siglo 
XVIII, los protectores continuaron utilizando estos argumentos, 
pero tendieron también a destacar la "docilidad" y "mayor fi­
dedignidad" de los jóvenes para sugerir que sus futuros que­
daban en las manos de un juez que debía preocuparse de su 
corrección. 

La responsabilidad de la corte en la corrección de los jóve­
nes tuvo mucha importancia en la sociedad colonial borbónica 

29 Las conexiones entre la juventud y la vagancia quedan claras en las 
leyes hechas en el siglo XVIII. Véase, por ejemplo, el anexo a la Recopilacióll 
publicado en Sylvestre (1765), especialmente Libro XIII, Nota III. 
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porque ella podía producir criminales o bien adultos corregi­
dos y productivos. El defensor de menores nombrado para 
defender a Simona Laredo, la esclava que apuñaló al negro por 
sus insultos, interpreta así las normas sobre minoridad con res­
pecto a su defendida: "el Derecho la estima[ ... ] mas docilidad 
para corregir y reformar sus futuras acciones". En otro caso, el 
protector advirtió al juez que "no se le imponga una pena más 
bien podrá hazerle [el acusado] incorregible, en lo posterior 
que moderarle en lo presente".30 Este protector argumentó que 
el propósito de la ley no era tanto castigar a los menores, co­
mentando que "las leyes no se establecieron para vengar, sino 
para beneficiar al mismo delinquente y asegurar la seguridad 
pública". Así, nace la idea de que los niños son esencialmente 
inocentes y de que el encargo de la corte es asegurar que no 
sean corrompidos por sus errores juveniles. 

La idea de que la juventud corrupta sea el origen de la con­
ducta criminal nació de dos fuentes: del énfasis ilustrado en la 
juventud como etapa durante la cual las costumbres se fijan y 
del miedo al crimen en la ciudad. En las páginas del Mercurio 
Peruano, del Semanario Crítico y del Diario de Lima, el énfasis 
ilustrado en la educación y la juventud se entrelazó con las 
preocupaciones urbanas de la época. En 1790, salió publicada 
en el Diario de Lima una serie de artículos sobre "crianza" que 
destacaba que las ideas contenidas serían útiles para "los Jue­
ces, los súbditos, el Padre, el hijo, el Marido, la Esposa, el amo 
[y] el Esclavo". Los consejos en los artículos proponen que la 
crianza es de suma importancia en la creación de súbditos 
"útiles para la Patria" (Anónimo 1790). 

El creciente énfasis en la educación y la crianza nació en la 
Ilustración europea y echó raíces en terreno limeño. La imagen 
de que existía un desorden social y de que la ciudad estaba 
llena de vagabundos y ladrones produjo miedo frente a la ocio­
sidad en la ciudad, un temor que se mezcló con el interés en la 
educación. No solo las clases bajas sino también los adolescen­
tes de la elite estaban desocupados, según los comentaristas 
sociales. Por ejemplo, un autor dio por sentado que todos sus 

30 AGN, CCC, Leg. 10, C. 19, 1798. 

110 



Premo • Pena y protección 

lectores estarían de acuerdo en que "en el Perú gastan mucho 
tiempo los jóvenes, y no sacan otra cosa que una jerga ridícula 
o cortos principios de Filosofía" (Anónimo 1790). Otros lamen­
taron que los niños no respetaran la autoridad, hasta el punto 
de "tutear" a sus padres: "¿Qué idea tienen de respeto filial, y 
de la superioridad paterna?", se pregunta un autor sobre los 
niños de Lima y continúa "¿por qué miran como efecto de 
amor en los padres una condescendencia que es tan contraria a 
la subordinación y aun a la buena política de las gentes?" (Fi­
lómates 1791). El Mercurio publicó un artículo subtitulado "Pa­
ra el escarmiento de los jóvenes demasiado accesibles al mal 
ejemplo". Este artículo contó una historia probablemente ficti­
cia sobre un joven que, después de una noche de "fuertes lico­
res" y "juegos", se halló preso por un asesinato que no había 
cometido (Anónimo 1791). Todo esto ocurría en un contexto en 
el que las cifras reales de delincuencia juvenil no parecen 
haberse incrementado. 

Este discurso sobre el peligro de los pasatiempos juveniles, 
como los juegos de azar y los bailes, se combina con el miedo 
al desorden racial de la ciudad.31 La acusación contra Bias 
Changay, un mestizo del Cercado de dieciocho años, por incitar 
a un niño esclavo de diez años a robar a su amo, representa la 
mezcla de los discursos en la ciudad. Don Tadeo Sandoval, el 
amo del negrito, primeramente inició una querella contra Bias, 
pidiendo, para "la corrección y escarmiento de otros", el 

más severo castigo, por la perniciosa consecuencia, que puede 
traer al Público, siendo de temer que este hombre en los mismos 
términos que al mío, engañe a otros criados y los induzca a que 
roben a sus Amos, o le hagan lugar por que el robe a fin de 
adquirir por tan reprobados medios los que nececita para gastar 
a los juegos y a otros vicios a que está dedicado como se le jus­
tificara oportunamente ya que no puede sostenerlos por ser 
vagante y sin oficio conocido[ ... ]32 

31 Sobre los temores a los bailes populares como una influencia peligrosa 
para los jóvenes españoles, véase Estensorro Fuchs (1995: 52-54). 

32 AGN, CCC, Leg. 8, C. 6, 1785, f. 1 y f. 10. 
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En la defensa ante la corte del Cabildo, los protectores te­
nían que responder al miedo general y a la imagen formada de 
que los jóvenes faltaban el respeto a la autoridad y de que te­
nían tendencias criminales. En 1772, once presos fueron ajusti­
ciados en la ciudad y algunos de ellos eran menores de edad. 
Al año siguiente, Gregorio Guido, un protector de menores, 
mencionó l~s ejecuciones y trató de diferenciar su caso de los 
anteriores. El argumentó: "Si entre los Ladrones que se ajustifi­
caron el Año pasado en esta Capital huvo menor de veinte y 
cinco años, este fue porque huvo ciertos y verdaderos violen­
cias, y en los terminos más enormes" y "era forzoso usar de 
todo el Rigor de las Leyes para el escarmiento y para la tran­
quilidad y seguridé_id de la república. Y nada de esto hay 
aquí".33 

La corte, entonces, se encontró en una encrucijada donde 
enfrentaba las contradicciones de su propio mandato; por un 
lado, los que advertían que el orden social estaba en peligro y, 
por el otro, los que enfatizaban la idea ilustrada de que el casti­
go atroz podía convertir a los jóvenes en criminales de carrera. 
Desafortunadamente, los casos del Cabildo no nos ofrecen una 
prueba constante ni sólida de la manera en que la corte respon­
dió a estas demandas que competían por dominar las senten­
cias dictadas por ella. Muchos menores de toda clase social 
fueron absueltos por la falta de evidencia contra ellos o porque 
sencillamente eran demasiado jóvenes para ser sentenciados. El 
caso contra Simona Laredo fue uno de estos: su amo fue for­
zado a pagar por la curación del niño herido pero ella fue ab­
suelta de penas criminales "en attencion de su minoridad y su 
secso". 

Es importante considerar las razones -su minoridad y su 
sexo- que dio el juez para absolver a Simona en este caso. 
Una comparación de los argumentos ofrecidos por el protector 
y de las sentencias de la corte en ciertos casos puede sugerir 
que la sola consideración de la minoridad no determinaba las 
sentencias de los jóvenes criminales. El grado de protección 

33 AGN, CCC, Leg. 11, C. 17, 1806. 
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que se recibía de la corte en el nombramiento de sus defenso­
res era determinado en parte por el status del acusado. Aunque 
casi todos los menores acusados de crímenes recibían el apoyo 
de un protector de menores, las defensas que les ofrecían los 
abogados variaban según una gama de factores. Por ejemplo, 
en el raro caso de que una mujer -de las castas o esclava­
menor de edad estuviera acusada de una injuria como resulta­
do de un crimen de pasión, recibiría ella la defensa de un protec­
tor de menores, salvo su presencia en la confesión. El hecho de 
ser acusado de un crimen causado por un comportamiento 
adulto --como era el llamado trato ilícito entre amantes- no 
parece haber merecido la protección de la corte. 

También pudo ocurrir que las defensas de los protectores no 
tuvieran el mismo peso para los acusados que contaran con 
otras protecciones, como la de un padre español o un amo que 
abogara en defensa de su hijo o esclavo. En muchas ocasiones, 
aunque un protector era nombrado para un caso, no brindaba 
ningún argumento de defensa; la madre, el padre o, a veces, el 
acusado mismo se encargaría de la defensa a lo largo del pro­
ceso. Por ejemplo, un español de dieciocho años, acusado de 
un robo, abogó en su propio caso. Su padre estaba ausente de 
la ciudad, un hecho que lo hizo vulnerable a las acusaciones de 
ser un vago e incorregible echado de su casa. Pero su educa­
ción como estudiante de gramática en el convento de Santo 
Domingo le fue útil: él argumentó su propia defensa ante el 
Cabildo con elocuencia y fue absuelto de las acusaciones.34 

Las jerarquías de la ciudad también dejaron sus huellas en 
los fallos. Vale la pena tomar en cuenta que las sentencias de 
los delincuentes se fundamentaban en normas basadas en las 
distinciones entre las personas por rango. Las Partidas explica­
ron que "jamás crudamente deven escarmentar al siervo que al 
libre; e al hombre vil que al hidalgo; e al mancebo que al viejo, 
que al mozo que maguer el hidalgo, o otro hombre que fuesse 
honrrado". Partida VII, Ti t. XXXI, Ley XIII. Fue según esta 
jerarquía social que se fundamentaron las sentencias. Com-

34 AGN, CCC, Leg. 11, C. 17, 1806. 
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paremos los casos de dos jóvenes que eran inmigrantes en la 
ciudad: uno, un mulato de Piura de dieciséis años que llegó a 
la capital para ser aprendiz de sastre; el otro, un español de 
quince años proveniente de Buenos Aires, sin ocupación. La 
ronda de la policía capturó al mulato aprendiz por portar un 
cuchillo. Su primera sentencia, apelada por el protector, fue 
muy severa: seis años en el presidio de Valdivia y doscientos 
azotes.35 La sentencia definitiva estableció solo veinticinco 
azotes, pero todavía sería desterrado y con una advertencia 
adicional. El juez ordenó que, después de sus seis años en el 
presidio, el joven fuera devuelto a Piura y "para ningun mo­
tivo ni pretexto puede bol ver a esta capital". 

El porteño de quince años Valentín Cadenas fue también 
capturado por la ronda, en su caso por robar carne. Al princi­
pio, Valentín tuvo una oportunidad de trabajar como peón con 
otros jóvenes, pero su patrón lo despidió por su "mala conduc­
ta". Antes de salir de este trabajo, Valentín aprovechó para 
robar un cuchillo de albañil, el cual luego vendió en el puerto 
del Callao. Finalmente, fue puesto en prisión para esperar la 
sentencia. En lugar de desterrarlo o castigarlo con azotes, el 
juez lo entregó a un maestro platero de la ciudad. El platero se 
opuso, diciendo que "el dicho joven es desarreglado, algo lige­
ro de manos por cuya causa se halla preso [ ... ]jamás he admiti­
do en mi tienda personas sospechosas para evitar qualquier 
daño que sea causa que padesca mi honor y la ruina de mi 
familia". Pero sus objeciones fueron en vano. Se firmó el asien­
to de aprendiz y Valentín tuvo un nuevo patrón.36 

El tratamiento especial del que gozó Valentín puede ser un 
caso extremo, pero las sentencias suaves entre los españoles 
menores de edad son las excepciones que prueban la regla. 
Josef Tunco, el carterista mencionado al inicio, también evitó el 
castigo, aunque confesó muchos robos similares. El fallo del 
juez no mencionó los cincuenta y seis doblones que robó a la 
niña en la Plaza Mayor. Una española casada que tenía quince 

35 AGN, CCC, Leg. 10, C. 19, 1798. La pena fue la máxima, o sea, la 
"pena ordinaria" según la Ley 13, Tit. 6, Libro 6 de la Recopilacióll. 

36 AGN, CCC, Leg. 5, C. 14, 1773. 
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años también confesó haber quitado a su vecino doscientos 
pesos, pero el juez la absolvió, con esta clemente advertencia: 
"su Señoria mandó [ ... ] se modere y contenga en adelante de 
semejantes acciones que la acreditan de poca fidelidad y menos 
reglados prosedimientos".37 Por otro lado, un esclavo que negó 
haber quitado a su amo diez pesos de oro fue sentenciado a ser 
vendido a cien leguas de distancia de la ciudad, una sentencia 
que muchos esclavos de la época asociaban con la muerte por 
el maltrato y el trabajo arduo que solían recibir en las hacien­
das costeñas. 

Estos casos y otros semejantes sugieren que el Cabildo ten­
dió a establecer las penas a los delincuentes juveniles según las 
categorías coloniales socio-clasistas y socio-raciales y las de 
género. La política borbónica intentó reubicar a cada individuo 
en la sociedad. Se buscaba encontrar un lugar productivo para 
los españoles dentro de las murallas de la ciudad, a pesar de 
sus perspectivas de ser corregidos. El Cabildo insistiría en esto 
hasta forzar a los vecinos de la ciudad a servir como padres 
sustitutos para los que no tenían oficio. Por otro lado, los me­
nores de edad de las castas eran enviados fuera de la ciudad a 
través del destierro o del retorno a su patria chica. No había 
lugar en la ciudad para ellos. 

4. Conclusión 

Nuestro recorrido de la ciudad de Lima en el siglo XVIII nos 
lleva, otra vez, a reconsiderar las instituciones coloniales en las 
que esperamos encontrar a los niños (las escuelas conventua­
les o los talleres), pues encontramos nuevas instituciones, co­
mo la cárcel, el presidio de Valdivia y las haciendas que com­
praban a los esclavos menores delincuentes. Lo que queda 
claro es que las instituciones, por lo menos para los delincuen­
tes, servían como solución a un problema que se originaba 
fuera de ellas. Este es el primero de los tres argumentos que 
queremos plantear en la conclusión. La suma importancia de 

37 AGN, CCC, Leg. 9, C. 2, 1789. 

115 



HVTORICR XXIV.l 

las instituciones para la niñez colonial se debía a que había un 
aspecto de la niñez que la sociedad intentaba controlar .. Este 
estudio hace visible la existencia de una socialización callejera 
y el hecho de que la vida que los jóvenes experimentaban en 
las calles era vista como un peligro. Por lo tanto, es importante 
que consideremos las instituciones no como monolitos colonia­
les ni como si fueran construidas por razones ajenas al contex­
to limeño, sino como soluciones o reacciones frente a una reali­
dad colonial dinámica e inconstante. 

El segundo argumento, tal vez el más obvio pero a la vez el 
menos comprendido, trata de la existencia de una niñez colo­
nial. El ser niño y el ser menor de edad sí tenía significado en 
esos tiempos. Aunque la noción de minoría de edad cambió a 
lo largo de los siglos, la niñez y la adolescencia siempre fueron 
consideradas etapas de la vida en la que las personas tenían 
menos responsabilidad y merecían más protección que en 
otras. Sin embargo, el significado de la minoría de edad prove­
nía de un complejo conjunto de otros factores, el más impor­
tante de los cuales fue la ubicación de los individuos en las 
jerarquías coloniales. La variación y subjetividad en las actitu­
des oficiales acerca de la minoridad se hacen obvias por la fre­
cuencia con que la corte puso las edades de los acusados sobre 
el límite de la minoridad. También se hicieron obvias según las 
sentencias, en las cuales un menor indígena podía gozar de 
una doble minoridad, un esclavo podía ser remitido a su amo 
para la pena y un menor de las castas ser sentenciado a servir 
en un presidio lejos de la ciudad. Además, el hecho de que los 
menores de edad participaran en el sistema de honor colonial 
nos muestra que su socialización en la jerarquía, o sea su in­
ternalización del sistema, era completa incluso en su corta 
edad. Ser una niña implicaría participar en el sistema de honor 
sexual, ser un niño aprendiz significaría participar en el honor 
de las castas basado en su oficio, etc. Aunque todos eran meno­
res, también tenían su propio lugar. Es una visión más comple­
ja de la niñez que aquella según la cual ésta no existía o seguía 
una lógica totalmente distinta de la que dominó la época co­
lonial. 
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Finalmente, los casos nos hacen reconsiderar el papel de la 
niñez y la minoridad frente al Estado y aportan una nueva 
mirada al Estado colonial. Si este se mostraba reacio a conside­
rar a los acusados de veinticinco años menores de edad, es 
porque no consideraba su mandato de protección como su 
única función. Si tomamos en cuenta que el Estado tenía un 
mandato doble -ser un padre clemente y, a la vez, castigar se­
veramente a los menores de edad-, podemos entender no solo 
la tensión en el funcionamiento del Cabildo en los casos crimi­
nales, sino algo más del proceso colonial. El Estado olvidaba el 
mandato protector cuando podía, mientras ese mismo mandato 
era aprovechado por "los de abajo". Y si consideramos que el 
protector de menores representaba solo una de las protecciones 
ofrecidas en las cortes coloniales, junto con los protectores de 
pobres o de naturales, y si recordamos los intentos de cambiar 
la edad para aprovecharse de la protección paternal del Estado, 
la pertenencia a los estratos más bajos de las jerarquías colonia­
les parecería tener sus ventajas legales, aunque fueran limita­
das. Además, el papel del Estado en la restricción y protección 
de sus súbditos no fue estable a lo largo del período colonial. 
Los cambios en el contexto local hacían necesaria una constan­
te interpretación y reinterpretación de este papel estatal. Como 
tal, la creciente población de las castas fisuró el sistema de pro­
tección a fines del siglo XVIII y parece haber llevado a senten­
cias más severas para esos menores peligrosos y a una aplica­
ción discriminatoria de la protección. 

Los análisis futuros de estas y otras reinterpretaciones de la 
protección paternal -no solo en las interacciones entre padres 
e hijos o menores y las· cortes, sino incluso entre el Padre Rey y 
las colonias- nos pueden aportar un entendimiento más pro­
fundo de la lógica social colonial. Así, se puede considerar los 
mandatos del Estado y los de los patriarcas privados no como 
paralelos sino como interrelacionados. También se puede ofre­
cer la posibilidad de una nueva mirada de los últimos años 
virreinales, en una ciudad lenta en aceptar que una nueva filo­
sofía de gobierno monárquico estaba en proceso de reemplazar 
el equilibrio delicado entre la protección y restricción patriarcal 
del colonialismo español. 
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